1.-

En la Ciudad de Dolores, a los 11 días del mes de febrero del año dos mil diez, reunida la Excma. Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial de este De partamento Judicial, en Acuerdo Ordinario, con el obje to de dictar sentencia en causa Nº 88.905, caratula- da: "MUNICIPALIDAD DE LA COSTA C/ HEREDERO DE VERNE- TTI, CESAR MARIA S/ APREMIO”, habiendo resultado del pertinente sorteo (arts. 263 del CPCC; 168 de la Cons- titución Provincial), que los Señores Jueces debían votar según el siguiente orden: Doctores María R. Dabadie, Silvana Regina Canale y Francisco Agustín Hankovits.

      El Tribunal resolvió plantear y votar las si​guientes:

-----------------C U E S T I O N E S------------------

      1)¿Es justo lo decidido a fs.129/130?

      2)¿Qué pronunciamiento corresponde dictar? 

--------------------V O T A C I O N -----------------

------A LA PRIMERA CUESTION LA DOCTORA DABADIE DIJO:--

      I. Que contra la sentencia interlocutoria de fs.

                                                ////// 

/////129/130, dedujo recurso de apelación la parte actora a fs. 131/132 vta., el que hubo de resultar fun dado en el mismo libelo; el memorial sustentatorio fue respondido a fs. 140/142 vta..


 Que a través del pronunciamiento mencionado, el  iudex a-quo acogió la excepción de inhabilidad de título que dedujera a su tiempo el accionado en su carácter de heredero de César María Vernetti; reguló honorarios e impuso las costas a la actora vencida (fs. 129/130).


 Para así decidir tuvo por aceptada la compra que hiciera César María Vernetti para “César Vernetti So- ciedad Anónima, Comercial, Agropecuaria y Financiera” con el informe que produjo el Registro de la Propiedad Inmueble de la Provincia de Buenos Aires (fs. 22/27).


 En sus agravios refiere el recurrente que la aceptación de la compra fue realizada por parte de César María Vernetti en forma personal y no por la sociedad anónima. Este extremo a su entender surge del asiento 3 del certificado de dominio que consigna “VERNETTI, César María” y no “César Vernetti Sociedad 

                                                 /////

//////Anónima, Comercial, Agropecuaria y Financiera ACEPTACIÓN DE COMPRA A-1-100%” como debió haber dicho. (fs. 131/132 vta.).


 Agrega que ante aquel informe del Registro de la Propiedad Inmueble por resultar a su entender el titu- lar de dominio César María Vernetti, ante su falleci- miento, es el heredero quien tiene legitimación pasiva suficiente para estar en el presente juicio y respon- der por las deudas del causante. (fs. 131/132 vta.).


 Alude  que al articular la excepción el acciona- do nunca manifestó la aceptación por parte de la sociedad anónima, sino que lo hizo aduciendo la venta del inmueble por boleto de compraventa. Refiere a la validez del boleto de compraventa en tanto no resulta suficiente para liberar al titular de dominio hasta que se cumpla con el art. 2505 del Cód. Civil.

      Solicita se revoque lo decidido con costas.

      Por su parte el accionado al responder el memo- rial requiere en primer término la deserción que conlleva el incumplimiento del art. 260 del CPCC, por entender que no satisface el recurrente la carga que /

                                                 /////

//////se impone a la expresión de agravios.


 En forma seguida y con cita de jurisprudencia rebate la interpretación que realizara el letrado apo- derado de la actora del acto de aceptación de la com- pra. De modo más que extemporáneo agrega una copia simple (fs. 138/139) de la aceptación de la compra por parte del sociedad anónima.


 II. Establecido de tal modo el marco de conoci- miento de esta Alzada, la petición de deserción que realiza el demandado me obliga con carácter previo a entrar en el análisis de los agravios de la parte impugnante, a dar respuesta a aquella (SCBA, Ac. C. 85.339, "Menéndez”, sent. 19-9-07); toda vez que, de prosperar, cierra la suerte del embate recursivo (SC- BA, Ac. C. 92.588, "López”, sent. 31-10-07).


 En mi criterio, la expresión de agravios de la parte actora es muestra de una meritoria actividad por revertir el decisorio en crisis, que ha superado el examen suficiencia toda vez que hube de hacerlo con un criterio amplio de apreciación; pues se limita a disen tir lo dicho por el sentenciante de grado con escaso /

                                                 /////

//////fundamento valorativo y jurídico, aunque sufi- ciente para abrir esta instancia revisora. (CC0202 LP 97 133 RSD-244-2 S 26-9-2002; MORELLO, Augusto Mario, Los recursos extraordinarios y la eficacia del pro- ceso, v. I, pág. 175 a 180).


 La actividad revisora, genuina de esta instan- cia, se encuentra limitada por el agravio traído por el recurrente, fijándose así la frontera de aquella tarea. Así se han de examinar las cuestiones de hecho y de derecho que hubieron de ser sometidas a la deci- sión del juez de la primera instancia, siempre que resultaran materia de agravios. Mas aún, esta Alzada se encuentra dispensada de examinar aún cuestiones decisivas para el desenlace del proceso, si al expre- sar sus agravios el quejoso no realizó un planteo expreso a su respecto; al igual que aquellas sobre las que el iudex a quo guardara silencio. Estos principios resultan de inexorable cumplimiento, sin perjuicio del acierto o desacierto con que se hubiera dictado la sentencia puesta en crisis.  (arts. 260, 261, 266, 272 

                                                 /////

//////del CPCC; S.C.B.A., Acs. 74.366 S 19-2-2002, 16.832 S 16-III-1971; CSJN, diciembre 2 de 1980, Fa- llos, v. 302, pág. 1435).


 III. Agravios. Su tratamiento.



 Con tales parámetros, se advierte que sólo emana revisable para este Tribunal la excepción de inhabi- lidad de título que acogiera el sentenciante de grado, con pie en la falta de legitimación pasiva del deman- dado Hugo César Vernetti por haber mediado aceptación de la compraventa que realizara César María Vernetti para “César Vernetti Sociedad Anónima, Comercial, Agro pecuaria y Financiera”.


 Deducida como fuera la excepción de inhabilidad de título en el ceñido ámbito del juicio de apremio, es bien sabido que puede encontrar andamiaje en la negativa de la calidad de deudor, vale decir, cuando bien se hubiera podido esgrimir la falta de legitima- ción pasiva; tal lo acontecido en el sub examine. (SCBA, Ac. 79.847 S 17-12-2003, C. 92.395 S 1-10-2008; art. 9 inc. c ley 13.406).


 Transitando este sendero he de decir que la legi

                                                 /////

//////timación procesal, determina quién puede actuar como parte actora en un proceso (legitimación activa) y frente a quién, como demandado (legitimación pasi- va); es la denominada legitimatio ad causam, preci- sando la condición jurídica en que se hallan una o varias personas en la relación con el derecho invocado en juicio.


 La legitimación procesal denota la posición subjetiva de las partes frente al debate judicial, desde el momento en que no es suficiente alegar un derecho, sino, además, afirmar su “pertenencia a quien lo hace valer y contra quien se deduce”, de tal modo que la causa tramite entre los sujetos que, en rela- ción con la sentencia, puedan ser útilmente los desti- natarios de los efectos del proceso y, por consi- guiente de la tutela jurisdiccional.


 Ante el juicio de apremio la legitimación pasi- va, se encuentra en la persona del contribuyente, que en el supuesto de las tasas por servicios generales (alumbrado, barrido y limpieza) resulta ser como bien lo dice la accionante al expedir el certificado de deu

                                                 /////

//////da quien resultare propietario y/o poseedor a título de dueño; atendiendo siempre a la condición de obligación propter rem. De modo tal que debe quedar demostrada en la causa alguna de aquellas calidades para resultar demandado con certeza.


 Corresponde decir que sin perjuicio de que no analizaré todas las argumentaciones de la actora recurrente, sino aquellas susceptibles de incidir en mi voto (Conf. CSJN, 13-XI-96, in re: "Altamirano, Ra- món c/Comisión Nacional de Energía Atómica; ídem, 12-II-87, in re: "Soñes, Raúl c/Administración Nacional de Aduanas), adelanto que no le asiste razón en su postura.


 Es menester antes de avanzar en este discurso revisor, señalar que la calidad de poseedor con ánimo de dueño que intentó el demandado establecer en la persona del adquirente por boleto, no ha sido demostrada. Ello así en tanto la documentación indicada carece de valor e incidencia probatoria en este proceso por dos razones; la primera porque la propia ley de procedimiento de apremio admite la prue-

                                                 /////

//////ba de informes sólo proveniente de organismos oficiales provinciales o bancarios (art. 12 2do. párr. ley 13.406); y la que intentó el accionado emana de un estudio contable privado (fs. 101/102). 


 Respecto de la segunda, referida al valor que pueda tener frente a terceros el indicado boleto de compraventa en su calidad de instrumento privado, he de decir que no tiene ninguna incidencia jurídica pues carece de fecha cierta. (art. 1035 del Cód. Civil) 


 Por lo dicho y tal como lo interpretara el a quo para acoger o no la excepción de falta de legitimación pasiva, se debe establecer la identidad del propie- tario del inmueble. Sabido es que tal calidad la tiene aquel que se encuentra como tal en el Registro de la Propiedad Inmueble de conformidad con los arts. 1011 y 2505 Cód. Civil y art. 29 de la ley 17.801.


 De allí que resulta de vital importancia el instrumento que luce a fs. 20/27, así del asiento 1) (fs. 22) se indica que el inmueble inscripto en la Matrícula 11.028 del Municipio Urbano de la Costa (123) Nomenclatura Catastral: Circunscripción IV, Sec-

                                                 /////

//////ción GG, Manzana II, Parcela 16-b; fue adquirido por César María Vernetti “para y con dinero de “César Vernetti, Sociedad Anónima, Comercial, Agropecuaria y Financiera, (ef) quien oportunamente aceptará”.


 Producido el fallecimiento del adquirente el 27 de diciembre de 1988 (fs. 38/38 vta.), deviene proce- dente establecer, qué efectos ha de producir la rati- ficación que informa el asiento 3) que se realizara mediante la escritura 119 del 8 de mayo de 1998 pasada ante el escribano Ricci O.G. (39) con folio de segu- ridad 4651176.


 Este extremo ha de ser visto a la luz de los dos argumentos que trae el recurrente, a saber; que el asiento 3) no configuraría una aceptación para la sociedad anónima sino para el propio adquirente en tanto persona física, por adolecer de un déficit de registración y que ante el fallecimiento del comprador el bien pasó a integrar su acervo hereditario.


 Pese a la escasa y no pertinente prueba que se hubo de rendir en la causa no sólo debido al procedi- miento que me ocupa sino a la conducta procesal de las 

                                                 /////

//////partes; debo decir que la anotación registral en el asiento 3) (fs. 23) resulta correcta en tanto se hace referencia a los “Datos en a-1”, asiento en que se referencia a “César Vernetti Sociedad Anónima, Co- mercial, Agropecuaria y Financiera (en formación)” a favor de quien se aceptaría la compraventa y a ello se suma la cita de un acto jurídico-notarial que goza de plenos efectos en tanto no sea acusado de nulidad o redargüido de falso. A mayor abundamiento y como conse cuencia lógica, César María Vernetti nada podía acep- tar en el año 1998, año que se indica en A-3, pues se encontraba fallecido; sólo podía cumplir aquella carga quien se desempeñara como presidente de “César Verne- tti S.A.”,  a la sazón su hijo Hugo César Vernetti que fuera demandado en esta causa en el carácter de here- dero.


 En lo que respecta al porcentaje del 100% que se intenta cuestionar (fs. 131/132 vta.), es destacable que en la técnica registral el símbolo (- -) en el ítem “Proporción”, equivale a reiterar el porcentaje de adquisición, por lo que la aceptación de A-3 fue //

                                                 /////

//////por el 100% sin modificación alguna.


 Ahora bien, en tanto a los efectos que la muerte de César María Vernetti, presidente de “César Vernetti S.A.”  al tiempo de la adquisición pueda tener, diré que ninguno como quedará demostrado; en otros términos el bien inmueble no pasa a integrar el acervo suce- sorio del nombrado por lo que sus herederos y/o legata rios mal pueden ser demandados por las obligaciones emergentes de aquel.


 Se está en situaciones como la traída a mi cono- cimiento ante la actividad del negocio ajeno en tanto los actos que acomete el gestor pueden ser tanto jurídicos como materiales, radicando allí la diferen- cia con el mandato, que sólo puede referir a actos jurídicos. La diferencia de su naturaleza jurídica radica en que el mandato es un contrato y la gestión de negocios es un acto voluntario lícito. Se distingue asimismo del mandato tácito por la posibilidad del dueño de impedir su realización, en la gestión no se puede impedir porque se desconoce y sólo queda la ratificación o no de lo obrado por el tercero.

                                                 /////

//////Si bien la regla es que la actividad del gestor está dirigida a la realización de actos de conser- vación o administración del patrimonio del dueño, no debe descartarse que, en situaciones excepcionales, también pueda realizar actos de disposición.


 La muerte del gestor no ha sido contemplada por el codificador, por lo que le serán de aplicación las reglas del mandato (art. 1969 Cód. Civil), en conse- cuencia, deben los herederos del gestor continuar los negocios que no admiten demora, hasta que el dueño pueda hacerse cargo de ellos, pudiendo ser responsa- bilizados de los daños causados por la omisión de esta carga; no mas que eso. Resulta asimismo trascendente la valoración de la utilidad del negocio (art. 2301).


 Los arts. 2304-2305 Cód. Civil refieren a la ratificación, esta es el acto jurídico unilateral por el cual el dominus asume y hace suyos los efectos del acto que se concluyó en su nombre sin que mediase poder para su realización o como la vía por la cual la actividad del gestor se transforma en actuación plena- mente representativa. Por eso se puede sostener que //

                                                 /////

//////puede tratarse tanto de un acto como de un comportamiento, pero de todos modos, consistirá en un acto o comportamiento unilateral, no recepticio, pues la ratificación está dirigida al gestor y no a los terceros con los cuales éste hubiera contratado. La ratificación puede ser expresa o tácita (en este caso consiste en actos concluyentes).


 La ratificación puede ser acreditada por todo tipo de pruebas, incluso la de presunciones. La ratifi cación de la gestión del negocio ajeno, expresa o táci ta, por la cual aquel en cuyo beneficio el gestor concertó un negocio jurídico queda obligado personal- mente desde el día en que la gestión principió y respecto de las obligaciones que ese acto jurídico pone a su cargo (arts. 1935, 1946, 2304 CC), dada su particularidad, no está sujeta a un determinado medio de prueba y, por ende, puede ser acreditada por presunciones, desde que la ley no las prohibe para el caso. (Ricardo Luis Lorenzetti (dir.), Código Civil Comentado.Doctrina-Jurisprudencia-Bibliografía, Con-/ tratos, Parte  especial, Tomo III, págs. 590 y sgts., 

                                                 /////

//////ed.  Rubinzal-Culzoni, Santa fe, 2006).


 En el ámbito del derecho de las sociedades, la regla en materia de representación societaria es que el representante de la sociedad es el titular de un órgano,  y éste obliga al ente cuando actúa dentro de las facultades otorgadas. En la relación interna el representante que excede en su actuación es respon- sable frente a la sociedad. Frente a los terceros, la ley ha dispuesto que la sociedad resulta obligada si la actuación está dentro de los actos normalmente comprendidos dentro del objeto social; “cuando no resulte manifiesta su actuación en materia totalmente ajena al objeto social”. Se aplica entonces una regla similar a la vigente en materia de exceso en la actuación del representante, destinada a proteger la confianza de los terceros.


 El efecto directo se produce siempre que se haya suscitado una confianza de que ha actuado dentro del objeto social. ( LORENZETTI, Ricardo L., Tratados de los contratos, Ricardo Luis Lorenzetti, TII, págs. 173 y sgts., ed. Rubinzal-Culzoni, Santa Fe, 2000).

                                                 /////

//////En las sociedades anónimas, el titular del órga- no de administración es el presidente del directorio, funcionario indispensable, recaudo esencial y tipifi- cante, siendo representante legal y necesario de la sociedad (art. 268, ley 19.550); esta y no otra ha sido la que revestía César María Vernetti al adquirir el inmueble, razón por la cual, mediando o no acepta- ción expresa de la compra por la sociedad anónima representada ante su muerte por un nuevo presidente, en apariencia su hijo Hugo César, no existe ningún fundamento de derecho para entender que el inmueble sea integrante del acervo hereditario del gestor-adquirente como lo intenta demostrar el quejoso.


 En el actual Derecho de las Obligaciones, la cooperación en la relación jurídica es un dato de relevancia que se traduce en diversos comportamientos cuya relevancia jurídica es importante. En el parti- cular, se produce lo que se denomina eficacia directa, en razón de la cual los efectos del acto de gestión representativa se producen en forma inmediata en el patrimonio o en la esfera jurídica del representado. 

                                                 /////

//////El acto del representante (César María Vernetti) recibe el mismo tratamiento jurídico que si lo hubiera realizado personalmente el principal o dominus (“César Vernetti S.A.”). En resumidas cuentas, el represen- tante que actuó desaparece del ámbito de producción de los efectos. Ningún alcance se produce para él.


 Tomando como pilares los argumentos vertidos y citas doctrinarias, debe confirmarse en un todo el resolutorio apelado en tanto recepta la excepción de inhabilidad de título por déficit en la identificación del legitimado pasivo. 

      Por último y a mayor abundamiento ante la sus- pensión del plano de PH 123-181-83 del 1-9-83 71343 6-7-92 tr 7-7-92. (ver fs.22) y el informe de fs. 117 ante la inexistencia de plano de subdivisión vigente nos encontramos en presencia de un único inmueble con Nomenclatura Catastral: Circ IV, Sección GG, Manz. II, Parcela, 16-b, Matricula N° 11.028  del Partido de la Costa (123). 


 VOTO POR LA AFIRMATIVA.

------LOS SEÑORES JUECES DOCTORES CANALE Y HANKOVITS /

                                                 /////                

/////ADHIRIERON AL VOTO PRECEDENTE POR SUS FUNDAMENTOS
------A LA SEGUNDA CUESTION LA DOCTORA DABADIE DIJO:--  

      Si mi opinión es compartida corresponde rechazar el recurso de apelación interpuesto contra el deciso- rio de fs. 129/130 y disponer su confirmación. Las costas de esta instancia se imponen a la recurrente en su condición de vencida. Encontrándose firme la regulación de honorarios efectuada en instancia de origen, se procede a regular los emolumentos de los Dres. Oscar Mirto PEDROTTA, apoderado de la Municipali dad de la Costa, y de Daniel Alberto BLANCO, patro- cinante del demandado Hugo César Vernetti, por la actividad desarrollada ante esta Alzada en la suma de PESOS CIENTO CUARENTA ($140) y PESOS DOSCIENTOS ($200), respectivamente. (arts. 68, 242, 246 del CP- CC.; 11, 15, Const. Prov. Bs. Aires; 16, 18, Const. Nacional; 9 inc. c. y 12 2º párr. ley 13.406; 1011, 1935, 1946, 1969, 2301, 2304, 2305, 2505 Cód. Civil; 29 ley 17.801; 268 ley 19.550 y 31 primer párr. decreto ley 8904/77).


 ASI LO VOTO.

                                                 /////

/////-LOS SEÑORES JUECES DOCTORES CANALE Y HANKOVITS ADHIRIERON AL VOTO PRECEDENTE POR SUS FUNDAMENTOS-----

------CON LO QUE TERMINO EL PRESENTE ACUERDO, FIRMANDO 

LOS SEÑORES JUECES DE ESTA EXCMA.CAMARA DE APELACION 

                 SILVANA REGINA CANALE

FRANCISCO AGUSTIN HANKOVITS      MARIA R. DABADIE

                   GASTON DOZO

               Abogado-Secretario

------------------S E N T E N C I A-------------------

Dolores,               de febrero de 2010.

      Por los fundamentos expuestos en el Acuerdo que antecede, los que se tienen aquí por reproducidos, se rechaza el recurso de apelación interpuesto contra el decisorio de fs. 129/130, el que se confirma. Costas de esta instancia a la recurrente en su condición de vencida. Encontrándose firme la regulación de honora- rios efectuada en instancia de origen, se regulan los emolumentos de los Dres. Oscar Mirto PEDROTTA, apodera 

                                                 /////

//////do de la Municipalidad de la Costa, y de Daniel Alberto BLANCO, patrocinante del demandado Hugo César Vernetti, por la actividad desarrollada ante esta Alzada en la suma de PESOS CIENTO CUARENTA ($140) y PESOS DOSCIENTOS ($200), respectivamente. (arts. 68, 242, 246, 267 del CPCC.; 11, 15, Const. Prov. Bs. Aires; 16, 18, Const. Nacional; 9 inc. c. y 12 2º párr. ley 13.406; 1011, 1935, 1946, 1969, 2301, 2304, 2305, 2505 Cód. Civil; 29 ley 17.801; 268 ley 19.550 y 31 primer párr. decreto ley 8904/77).


 Regístrese. Notifíquese. Devuélvase.

                 SILVANA REGINA CANALE

FRANCISCO AGUSTIN HANKOVITS      MARIA R. DABADIE

                   GASTON DOZO

               Abogado-Secretario
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